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Principales hitos normativos del primer trimestre de 2012
Mercedes Morera VIllar

Numerosas han sido las medidas adoptadas 
a lo largo de este primer trimestre de 2012 
en materia económica. Destacan, entre 

ellas, y así se plasma a continuación en el presente 
artículo, las relativas al control del dé!cit público 
y al establecimiento de medidas que favorezcan la 
austeridad y transparencia del mismo, así como la 
reforma de sectores estratégicos como son el !-
nanciero y el mercado laboral.

1. Real Decreto-ley 1/2012, de 27 de enero, por 
el que se procede a la suspensión de los procedi-
mientos de preasignación de retribución y a la su-
presión de los incentivos económicos para nuevas 
instalaciones de producción de energía eléctrica a 
partir de cogeneración, fuentes de energía renova-
bles y residuos. Boletín O!cial del Estado (B.O.E.) 
de 28 de enero de 2012. Convalidado por el Con-
greso de los Diputados mediante resolución de fe-
cha 9 de febrero de 2012, publicada en el B.O.E. de 
15 de febrero del año en curso.

Como su propio título indica, esta norma viene 
a suspender, con carácter temporal, las primas e 
incentivos de los que gozaban determinadas insta-
laciones de energía eléctrica derivadas de fuentes 
de energía renovables y residuos. Todo ello con 
determinadas excepciones que tratan de proteger 
la seguridad jurídica de aquellas instalaciones ya 
construidas y en proceso de inscripción, así como 
de evitar incidencias sobre inversiones ya ejecu-
tadas. Igualmente, se procede a suspender el pro-
cedimiento de preasignación de retribución para 
las citadas instalaciones, de forma que se impide 

la inscripción de nuevas instalaciones de este tipo 
de energías con el !n de acogerse al régimen es-
pecial del que se derivaban importantes primas e 
incentivos.

El objetivo de estas suspensiones es el de con-
trol del dé!cit tarifario del sistema eléctrico, en-
tendiendo por tal la diferencia entre el coste es-
timado que la generación de esta energía supone 
para las eléctricas y lo que los consumidores pagan 
por ella. Así, esta diferencia ha ido incrementán-
dose, a lo largo de los años, dada la !jación de 
precios sobre determinadas partidas de la tarifa 
eléctrica por parte de los distintos Gobiernos. Ello 
supone que, si bien por un lado se limita la subida 
del recibo de la luz a los hogares españoles, por el 
otro no se llegan a cubrir los costes estimados que 
asumen la industria eléctrica para la generación 
de dicha energía. 

Entrada en vigor: 27 de enero de 2012.

2. Real Decreto-ley 2/2012, de 3 de febrero, de 
Saneamiento del Sector Financiero. B.O.E. de 4 de 
febrero de 2012. Corrección de errores publicada 
en el B.O.E de 15 de febrero de 2012. Convalidado 
por el Congreso de los Diputados mediante reso-
lución de fecha 16 de febrero de 2012, publicada 
en el B.O.E. de 21 de febrero del año en curso.

Este Real Decreto-ley incorpora medidas de 
distinto calado, que pueden agruparse en cinco 
grandes bloques: 

 — Medidas para el saneamiento del sector !nan-
ciero. Se establecen nuevas reglas de cobertura 
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para las !nanciaciones y activos adjudicados o 
recibidos en pago de deudas relacionadas con el 
suelo para la promoción inmobiliaria y con las 
construcciones o promociones inmobiliarias. Es-
tas nuevas medidas deberán acometerse por las 
entidades de crédito antes del 31 de diciembre de 
2012, debiendo presentar al Banco de España, an-
tes del 31 de marzo de este año, un plan indican-
do la forma en el que se acometerán las mismas. 
Todo ello a excepción de las entidades de crédito 
que lleven a cabo procesos de integración duran-
te el ejercicio 2012, así como aquellas que hayan 
iniciado su proceso de integración a partir de 1 de 
septiembre de 2011, en este último caso, de forma 
potestativa, y siempre y cuando cumplan determi-
nados requisitos, que dispondrán de 12 meses adi-
cionales desde la autorización de la operación de 
integración, para cumplir con los referidos nuevos 
requerimientos legales.

Finalmente, se crea un nuevo requerimiento de 
capital suplementario de máxima calidad sobre la 
base de cobertura de activos dudosos o subestán-
dar o adjudicados en pagos derivados de la !nan-
ciación de suelo para la promoción inmobiliaria, 
que será del 7 por ciento del saldo vivo.

Las entidades de crédito han visto desarrollada 
esta materia, en su vertiente técnica, a través de 
la Circular 2/2012 del Banco de España, de 29 de 
febrero, publicada en el B.O.E. de 6 de marzo del 
año en curso.

 — Modi!caciones en sede del Fondo de Restruc-
turación Ordenado Bancario (FROB). Se adecuan 
el régimen de actuación del FROB a la nueva nor-
mativa en materia !nanciera.

 — Simpli!cación de la estructura organizativa y 
requisitos operativos de las Cajas de Ahorros que 
ejercen su actividad de forma indirecta. Entre las 
medidas contenidas, cabe reseñar: la limitación de 
los Órganos de Gobierno a la Asamblea General y 
el Consejo de Administración, así como potestati-
vamente la Comisión de Control; la libre determi-
nación, por los Estatutos Sociales, del número de 
miembros de los Órganos de Gobierno y sesiones 
de éstos, en función de la dimensión económica y 
actividad de la caja; la imposibilidad, salvo excep-
ciones, de que estas cajas de ahorros destinen más 
del 10 por ciento de los excedentes de libre dispo-
sición a gastos diferentes a los correspondientes a 
su obra social; simpli!cación en el funcionamien-
to, periodicidad y forma de convocatoria de las 
Asambleas Generales; o exención a las referidas 
Cajas de contar con un servicio de atención al 
cliente así como, de aprobarlo el Banco de España, 

de determinadas obligaciones en materia de con-
trol interno, auditoría y gestión de riesgos.

De otro lado, se señala expresamente que si una 
Caja de Ahorros dejase de ostentar el control o re-
dujese su participación de modo que no alcance el 
25 por ciento de los derechos de voto de la entidad 
de crédito, deberá renunciar a la autorización para 
actuar como entidad de crédito y proceder a su 
transformación en fundación especial.

 — Limitaciones en el régimen de retribución de 
los Administradores y Directivos de entidades de 
crédito que hayan precisado o precisen en un futu-
ro asistencia del FROB. Las limitaciones varían en 
función de si las entidades de crédito se encuen-
tran mayoritariamente participadas por el FROB o 
por el contrario simplemente han recibido ayudas 
del mismo. En el primero de los casos se les prohí-
be percibir, durante el ejercicio 2012, retribución 
variable ni bene!cios discrecionales de pensiones, 
ajustándose sus condiciones retributivas al im-
porte de 50.000 euros en el caso de miembros de 
órganos de administración colegiados y al impor-
te de 300.000 euros para Presidentes Ejecutivos, 
Consejeros Delegados y Directivos. En el segundo 
supuesto, las limitaciones a las condiciones retri-
butivas serán de 100.000 euros y 600.000 euros, 
respectivamente.

 — Otras medidas en materia !nanciera, entre 
otras, tratamiento más "exible en materia de par-
ticipaciones preferentes e incremento de la dota-
ción del FROB.
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Entrada en vigor: 4 de febrero de 2012.

3. Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, de 
Medidas Urgentes para la Reforma del Mercado 
Laboral. B.O.E. de 11 de febrero de 2012. Correc-
ción de errores publicada en el B.O.E de 18 de fe-
brero de 2012. Convalidado por el Congreso de 
los Diputados mediante resolución de fecha 8 de 
marzo de 2012, publicada en el B.O.E. de 13 de 
marzo del año en curso.

La reforma laboral aprobada actúa en diversos 
frentes, pudiendo sintetizarse en la forma que si-
gue:

 — Medidas dirigidas a fomentar la contratación 
inde!nida y la creación de empleo:

 Reforma del marco de actuación de las Empre-
sas de Trabajo Temporal, a las que se les permite a 
actuar como agencias de colocación, previa la ob-
tención de la necesaria autorización.

 Reconocimiento, como un derecho del trabaja-
dor, de la formación profesional encaminada a su 
adaptación a las modi!caciones que tengan lugar 
en su puesto de trabajo, corriendo la misma a car-
go de la empresa, y computándose, en todo caso, 
dicho tiempo destinado a la formación como tra-
bajo efectivo.

 Se fomenta la formación profesional en el traba-
jo, dotando al trabajador el derecho a permisos de 
formación o perfeccionamiento profesional con 

reserva de puesto de trabajo. Asimismo, se incor-
pora, para los trabajadores con al menos un año de 
antigüedad en la empresa, la posibilidad de hacer 
uso de un permiso retribuido de 20 horas anuales 
de formación vinculadas a su puesto de trabajo, 
acumulables por un periodo de hasta 3 años.

 Creación de una «cuenta de formación» asocia-
da al número de a!liación de la Seguridad Social, 
en la que los Servicios Públicos de Empleo harán 
constar la formación recibida por el trabajador a 
lo largo de su vida profesional.

 Modi!caciones en el contrato para la formación 
y el aprendizaje. Entre otras, se amplía su duración 
máxima de 2 a 3 años y se introducen boni!ca-
ciones en materia de cuotas a la Seguridad Social 
tanto por la concertación de este tipo de contratos 
como por su transformación !nal, en su caso, en 
inde!nidos.

 Posibilidad de realizar horas extraordinarias en 
el caso de trabajadores contratados a tiempo par-
cial, computándose en la base de cotización por 
contingencias comunes.

 Incorporación de una nueva modalidad con-
tractual, «el contrato de trabajo por tiempo inde-
!nido de apoyo a los emprendedores», dirigida a 
empresas con menos de 50 trabajadores, siempre 
y cuando se cumplan determinados requisitos, en-
tre los que destacan: que el contrato sea de carácter 
inde!nido, que se formalice por escrito, que lo sea 
a jornada completa. Este nuevo contrato se acom-
paña de incentivos !scales, especialmente dirigi-
dos a la contratación de jóvenes y desempleados.

 Promoción del «trabajo a distancia». Se modi!-
ca no sólo su denominación (anteriormente «tra-
bajo a domicilio») sino que se rede!ne el mismo y 
se contempla expresamente el derecho del trabaja-
dor de este tipo de contrato a la formación y a ser 
informados de posibles puestos vacantes presen-
ciales en la empresa.

 Establecimiento de boni!caciones en la cuota 
empresarial a la Seguridad Social para la transfor-
mación en inde!nidos de contratos en prácticas, 
de sustitución y de relevo. Estas boni!caciones 
serán de entre 500 euros y 700 euros (para el caso 
de mujeres) y tendrán una duración de 3 años. 
No obstante, este bene!cio queda circunscrito a 
empresas de menos de 50 trabajadores así como 
a sociedades laborales o cooperativas a las que se 
incorporen trabajadores como socios.
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 — Medidas encaminadas a favorecer la "exibili-
dad interna de las empresas como alternativa a la 
destrucción de empleo:

 Se establece el grupo profesional como única 
referencia en cuanto al sistema de clasi!cación 
profesional, eliminándose la posibilidad de vincu-
larlo con la categoría profesional. Los convenios 
colectivos actualmente en vigor deberán adaptarse 
a esta nueva estructura en el plazo de 1 año.

 En cuanto a la distribución irregular de la jor-
nada de trabajo a lo largo del año, se incluye la po-
sibilidad de que, en defecto de pacto en contrario, 
la empresa distribuya de esta forma el 5 por ciento 
de la jornada de trabajo.

 Fomento de la movilidad funcional y geográ-
!ca. Por lo que concierne a la primera de ellas, 
se eliminan determinadas limitaciones a la mo-
vilidad funcional, como era la de que en caso de 
encomienda de funciones inferiores ésta estuviese 
justi!cada por necesidades perentorias o impre-
visibles de la actividad productiva. Respecto a la 
movilidad geográ!ca, se da una nueva de!nición 
a lo que se consideran «razones económicas, téc-
nicas, organizativas o de producción» que justi-
!quen la misma: «Se consideraran tales las que 
estén relacionadas con la competitividad, produc-
tividad u organización técnica o del trabajo en la 
empresa, así como las contrataciones referidas a 
la actividad empresarial». Igualmente, se elimina 
la posible paralización de la decisión empresarial 
por parte de la autoridad laboral, y se establece la 
posibilidad de que los convenios colectivos o en la 
propia negociación con los representantes de los 
trabajadores durante el periodo de consultas se es-
tablezcan prioridades de permanencia a favor de 
trabajadores de terminados colectivos (con cargas 
familiares, discapacitados, entre otros).

 Modi!cación de la regulación de «modi!cación 
sustancial» de las condiciones de trabajo. Por un 
lado se modi!ca su concepto, y, entre otras cues-
tiones, se incorpora a esta de!nición las variacio-
nes que afecten a la cuantía salarial y se elimina el 
requisito !nalista anteriormente exigido. De otro 
lado, se reducen los plazos para la noti!cación por 
parte de la empresa de estas modi!caciones (de 30 
a 15 días en el caso de modi!cación individual y 
de 15 a 7 días en el caso de modi!cación colecti-
va).

 Se "exibiliza el régimen de suspensión del con-
trato de trabajo y reducción de la jornada por 
causas económicas, técnicas, organizativas o pro-
ductivas, suprimiéndose determinados requisitos 

como la autorización administrativa. Esta medida 
se acompaña de boni!caciones en la cuota empre-
sarial de la Seguridad Social de hasta un 50 por 
ciento siempre que el empresario se comprometa 
a mantener en el empleo a los trabajadores afecta-
dos durante al menos un año con posterioridad a 
la !nalización de la suspensión o reducción.

 Introducción de modi!caciones en sede de ne-
gociación colectiva. En primer lugar, se incorpora 
lo que se conoce como posibilidad de «descuel-
gue», de forma que se podrá inaplicar lo dispuesto 
en el convenio colectivo para determinadas mate-
rial legalmente tasadas (jornada de trabajo, hora-
rio, etc.) en caso de concurran causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción, de!nién-
dose expresamente que se entiende por tales. De 
otro lado, en caso de !nalización del periodo de 
consultas sin acuerdo y sin que los procedimien-
tos adicionales solucionen la discrepancia, cual-
quiera de las partes podrá someter la solución de 
la misma a la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos u órgano equivalente en la 
Comunidad Autónoma. Como tercera modi!ca-
ción,  hay que destacar la prevalencia del convenio 
de empresa sobre los de ámbito sectorial estatal, 
autonómico o de ámbito inferior en un listado 
de materias. Finalmente, se incentiva la negocia-
ción de los convenios colectivos antes de que ex-
pire su vigencia y se limita la ultra-actividad a 2 
años, transcurridos los cuales será de aplicación 
el convenio colectivo de ámbito superior corres-
pondiente.
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 — Medidas para favorecer la e!ciencia del merca-
do de trabajo y reducir la dualidad laboral:

 Se adelanta la suspensión de la imposibilidad 
de encadenar contratos temporales por un tiempo 
determinado al 31 de diciembre de 2012.

 Reforma del régimen jurídico del despido co-
lectivo. Así, se rede!ne lo que se entiende por 
causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción, eliminándose igualmente el anterior 
requisito !nalista; se suprime la autorización ad-
ministrativa que exigía la normativa modi!cada, 
aunque no el control judicial, al que podrán acudir 
los representantes de los trabajadores ejercitando 
una nueva acción judicial especialmente regula-
da para estos supuestos; y se prevé la posibilidad 
de que por acuerdo en convenio colectivo o en la 
propia negociación se establezcan prioridades de 
permanencia en cuanto a determinados colectivos 
de trabajadores. 

 En materia de absentismo, se elimina la referen-
cia al cómputo global de absentismo en el despido 
por causas objetivas. 

 La indemnización por despido improcedente se 
reduce de 45 días por año trabajado con un máxi-
mo de 42 mensualidades a 33 días por año con un 
tope de 24 mensualidades. Esta indemnización 
será aplicable a los contratos suscritos desde la en-
trada en vigor del Real Decreto-ley analizado. Para 
los contratos suscritos con anterioridad, la indem-
nización se calculará a razón de 45 días de salario 
por año de servicio por el tiempo de prestación 
de servicios anterior a dicha fecha de entrada en 
vigor y a razón de 33 días de salario por año de 
servicio por el tiempo de prestación de servicios 
posterior. El importe indemnizatorio resultante 
no podrá ser superior a 720 días de salario, salvo 
que del cálculo de la indemnización por el periodo 
anterior a la entrada en vigor de la mencionada 
norma resultase un número de días superior, en 
cuyo caso se aplicará éste como importe indem-
nizatorio máximo, sin que dicho importe pueda 
ser superior a 42 mensualidades, en ningún caso.

 Limitación de los salarios de tramitación a los 
despidos nulos o en caso de readmisión por parte 
del empresario.

 — Otras medidas:

 Se prevé expresamente la posibilidad de despido 
por causas económicas, técnicas, organizativas o 
de producción del personal laboral al servicio de 
los entes, organismos y entidades que forman par-
te del sector público.

 Inclusión de limitaciones a Administradores 
y Directivos de entidades de crédito controladas 
mayoritariamente por el FROB o asistidas !nan-
cieramente por este en caso de extinción de sus 
contratos de trabajo. Igualmente, se establecen 
una serie de normas reguladoras para el caso de 
que dicha extinción o la suspensión del contrato 
de trabajo de los antes citados se deba a la imposi-
ción de sanciones.

 Introducción de matizaciones en materia de re-
ducción de jornada por guarda legal de menores o 
discapacitados, derecho de lactancia o régimen de 
vacaciones en caso de incapacidad temporal.

 Regulación y !jación de límites en los contratos 
mercantiles de alta dirección del sector público 
estatal.
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 Modi!caciones en cuanto al Fondo de Garantía 
Salarial (F.O.G.A.S.A.).

Entrada en vigor: 12 de febrero de 2012.

4. Real Decreto-ley 4/2012, de 24 de febrero, por el 
que se determinan obligaciones de información y 
procedimientos necesarios para establecer un me-
canismo de !nanciación para el pago a proveedo-
res. B.O.E. de 25 de febrero de 2012. Convalidado 
por el Congreso de los Diputados mediante reso-
lución de fecha 8 de marzo de 2012, publicada en 
el B.O.E. de 13 de marzo del año en curso. 

Como la propia Exposición de Motivos de esta 
norma contempla, su !nalidad es hacer frente a 
los retrasos acumulados en el pago de las obliga-
ciones que han contraído las entidades locales con 
sus proveedores, con la consiguiente incidencia 
negativa en la liquidez de las empresas.

En primer lugar, este Real Decreto-ley deter-
mina expresamente cuáles son las obligaciones 
de pago a los que el mismo se re!ere, y las cuales 
deberán reunir determinados requisitos, entre los 
que se encuentran que sean deudas líquidas, ven-
cidas y exigibles, así como que se hayan contraído 
con anterioridad al 1 de enero de 2012.

Una vez determinada que la obligación de pago 
entra dentro del ámbito de aplicación de la norma, 
se hace necesario que las distintas entidades loca-
les elaboren un listado del montante total de las 
deudas pendientes, debiendo suministrar el mis-
mo al Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, a más tardar el 15 de marzo del año en 
curso. Para poder comprobar si su deuda se halla 
reconocida o no en dicho listado, los proveedores 
podrán solicitar la oportuna información a la en-
tidad local y, en caso de no estar listados en el mis-
mo, se les faculta a reclamar a la entidad local deu-
dora la emisión de un certi!cado de individual, el 
cual deberá expedirse en un plazo máximo de 15 
días, teniendo el silencio administrativo efectos 
positivos. De la expedición de dicho certi!cado 
individual deberá informarse igualmente al cita-
do Ministerio. Con efectos de evitar dilaciones o 
malas prácticas en este ámbito, se establece que el 
incumplimiento de estas obligaciones por parte de 
los funcionarios será considerado infracción muy 
grave.

Los detalles del mecanismo concreto para el 
pago a proveedores serán determinados por la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, si bien sujeto a determinadas con-
diciones: no podrá exceder del año 2012, podrá 

incorporar criterios de prioridad de pago en caso, 
por ejemplo, de descuentos sobre el principal o en 
función de la antigüedad de la deuda, entre otros. 
En concreto, este mecanismo de pago supondrá 
para las entidades locales un endeudamiento a 
largo plazo, que podrá incluso conllevar la cesión 
al Estado de los tributos que le correspondan para 
garantizar sus obligaciones de pago. Para ello, se 
condiciona el acceso a este mecanismo a la apro-
bación por parte de la entidad local de un plan de 
ajuste que garantice la sostenibilidad de la opera-
ción, el cual deberá ser validado por el Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas.

Una vez aprobado el mecanismo para una con-
creta entidad local, los proveedores de la misma 
con obligaciones de pago pendientes podrán diri-
girse directamente a las entidades !nancieras para 
que les abonen los correspondientes importes, 
dando así carta de pago a la deuda.

Entrada en vigor: 26 de febrero de 2012.

Como complemento a esta norma cabe señalar 
la aprobación del Real Decreto-ley 7/2012, de 9 de 
marzo, por el que se crea el Fondo para la !nan-
ciación de los pagos a proveedores, publicado en el 
B.O.E. de 10 de marzo de 2012, y en vigor desde el 
pasado 11 de marzo del año en curso —corrección 
de errores publicada en el B.O.E. de 24 de marzo 
del citado año—. Este Fondo es una entidad de 
derecho público con personalidad jurídica y plena 
capacidad de obrar, que tendrá como objetivo de 
ejecutar las citadas operaciones. Con el !n de do-
tarle de la cantidad necesaria para acometer esta 
función, la norma le asigna un importe de hasta 
6.000 millones de euros con cargo a los Presupues-
tos Generales del Estado, de los que 1.500 millo-
nes de euros serán desembolsables en 2012 y se 
!nanciarán mediante deuda pública. Igualmente, 
se habilita al Fondo para la concertación de ope-
raciones de endeudamiento en los mercados de 
capitales, con garantía del Estado.

El Fondo será el encargado de formalizar las 
operaciones con las Comunidades Autónomas 
y Entidades locales que adeuden importes a sus 
proveedores, de conformidad con lo expuesto en 
los párrafos precedentes, así como de realizar el 
seguimiento del plan de ajuste que estas entida-
des hayan elaborado. En estos casos, será el Fondo 
quien provea el pago directo a los proveedores, su-
brogándose en los derechos del proveedor pagado 
frente a la Entidad pública deudora, que tendrá 
un plazo máximo para la devolución máximo de 
10 años, con 2 de carencia. Como garantía para 
el efectivo cumplimiento de las Entidades públicas 
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deudoras de la devolución del importe adelantado 
por el Fondo, así como del cumplimiento de los 
planes de ajuste, se establece la posible retención 
de la participación de los ingresos del Estado en 
dicha entidad.

5. Real Decreto-ley 5/2012, de 5 de marzo, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles. B.O.E. 
de 6 de marzo de 2012. Corrección de errores pu-
blicada en el B.O.E de 16 de marzo de 2012. Con-
validado por el Congreso de los Diputados me-
diante resolución de fecha 29 de marzo de 2012, 
pendiente de publicación en el B.O.E.

La !nalidad primordial de esta norma es la de 
fomentar la mediación como forma extrajudicial 
de solución de con"ictos, evitando el tiempo y los 
gastos que todo proceso judicial lleva asociado. 
Igualmente, este Real Decreto-ley supone la incor-
poración a la normativa española de la Directiva 
2008/52/CE, del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos 
de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, 
cuyo objetivo es incentivar la mediación en litigios 
transfronterizos.

La mediación es de!nida en el propio texto 
como «aquel medio de solución de controversias, 
cualquiera que sea su denominación, en que dos o 
más partes intentan voluntariamente alcanzar por 

sí mismas un acuerdo con la intervención de un 
mediador». Es decir, se trata de un procedimiento 
voluntario y de libre disposición, de forma que se 
excluyen de este expresamente la mediación pe-
nal, la mediación laboral, la mediación con las Ad-
ministraciones Públicas y la mediación en materia 
de consumo. Esta voluntariedad y libre disposi-
ción conforma uno de los principios informadores 
de la mediación, a los que se le unen la igualdad 
de las partes e imparcialidad de los mediadores, la 
neutralidad y la con!dencialidad. Por lo que res-
pecta a los mediadores, estos principios aparecen 
re"ejados en el estatuto mínimo del mediador, 
que establece los requisitos para desarrollar esta 
función, y entre los que se incluye la formación 
en la materia —a través de cursos especí!cos— o 
la suscripción por parte de éste de un seguro o 
garantía equivalente que cubra la responsabilidad 
civil derivada de su actuación en los con"ictos en 
que intervenga.

El procedimiento de desarrollo de la mediación 
queda en gran medida al arbitrio de las partes, si 
bien se establece un esquema base y se exige, en 
todo caso, a las partes, que éstas actúen de buena 
fe durante el proceso, prohibiéndoles que mien-
tras dure la misma interpongan acciones en rela-
ción con el mismo en vía judicial o extrajudicial. 
En caso de que la mediación !nalice con acuerdo 
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entre las partes, este podrá ser elevado a público e 
instarse, en su caso, su ejecución judicial. 

Entrada en vigor: 7 de marzo de 2012.

6. Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el 
que se regula el procedimiento retributivo de los 
máximos responsables y directivos en el sector pú-
blico empresarial y otras entidades. B.O.E. de 6 de 
marzo de 2012. 

Asociada a otras medidas en materia de aus-
teridad, e!ciencia y transparencia en la gestión 
por parte del sector público estatal, esta norma 
determina limitaciones en materia de personal de 
máxima responsabilidad en estas instituciones. 
Así, las limitaciones varían en función del tipo de 
institución ante el que nos encontremos, su núme-
ro de trabajadores, si ha precisado o no de ayuda 
pública, etc. Estos criterios y otros marcarán no 
sólo las retribuciones de los citados colectivos 
sino asimismo otros aspectos como el número de 
miembros del órgano de administración y órganos 
superiores de gobierno, racionalizando no sólo el 
aspecto económico de estas entidades públicas 
sino también su estructura organizativa. 

En materia retributiva, cabe destacar la limita-
ción de sueldos a un máximo de 105.000 euros, 
en los que se incluirá la retribución en especie, 
así como la determinación de la existencia de dos 
únicos complementos salariales que quedan ex-
presamente regulados: el complemento de puesto 
y el complemento variable. El primero de ellos re-
tribuye las características especí!cas de las funcio-
nes desarrolladas o de los puestos directivos des-
empeñados, y su !jación deberá basarse, en todo 
caso, en criterios tales como la competitividad 
externa, la estructura organizativa dependiente 

del puesto, el peso relativo del puesto dentro de la 
organización o el nivel de responsabilidad. Por su 
parte, el complemento variable, de carácter potes-
tativo, tiene por !nalidad retribuir la consecución 
de unos objetivos previamente !jados con arreglo 
a parámetros perfectamente evaluables y determi-
nables. Ninguno de estos dos complementos po-
drá superar complemento el porcentaje máximo 
!jado para la entidad en función de los criterios 
anteriormente mencionados. Finalmente, se ha 
de indicar que la retribución mencionada será in-
compatible con la percepción de dieta alguna por 
asistencia a órganos o administración de organis-
mos públicos y de Consejos de Administración de 
sociedades mercantiles estatales.

Por lo que respecta a la transparencia, esta se ve 
re"ejada en la obligación impuesta a estas entida-
des de que difundan a través de su página web la 
información sobre la composición de sus órganos 
de administración, gestión, dirección y control, 
incluyendo los datos profesionales de los máximos 
responsables y directivos. En cuanto a la cuantía 
de las retribuciones de los máximos responsables 
y directivos, estas se re"ejarán anualmente en la 
memoria de actividades de la entidad.

Entrada en vigor: 7 de marzo de 2012. Con res-
pecto a los contratos celebrados con anterioridad 
a la entrada en vigor de esta norma, se dispone 
su adaptación a la misma antes del 13 de abril de 
2012.

7. Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de 
medidas urgentes de protección de deudores hi-
potecarios sin recursos. B.O.E. de 10 de marzo de 
2012. Convalidado por el Congreso de los Diputa-
dos mediante resolución de fecha 29 de marzo de 
2012, pendiente de publicación en el B.O.E.
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A través de esta norma se pretende fomentar 
la restructuración de la deuda hipotecaria para 
aquellos deudores de créditos y préstamos hipo-
tecarios que, por encontrarse en situación de ex-
clusión social, padezcan extraordinarias di!culta-
des para tender su pago. Es decir, se trata de hacer 
viable, y adaptada a sus concretas circunstancias 
personales, la devolución de la deuda con garan-
tía hipotecaria contraída. Es el propio texto legal 
el que de!ne quienes considera incluidos en el 
umbral de exclusión social, siendo estos aquellos 
deudores de un crédito o préstamo garantizado 
con hipoteca sobre su vivienda habitual, cuando 
concurran en ellos todas las circunstancias que a 
continuación se transcriben:

a) Que todos los miembros de la unidad fami-
liar carezcan de rentas derivadas del trabajo o de 
actividades económicas.

b) Que la cuota hipotecaria resulte superior al 
60 por ciento de los ingresos netos que perciba el 
conjunto de los miembros de la unidad familiar.

c) Que el conjunto de los miembros de la uni-
dad familiar carezca de cualesquiera otros bienes 
o derechos patrimoniales su!cientes con los que 
hacer frente a la deuda.

d) Que se trate de un crédito o préstamo garan-
tizado con hipoteca que recaiga sobre la única vi-
vienda en propiedad del deudor y concedido para 
la adquisición de la misma.

e) Que se trate de un crédito o préstamo que 
carezca de otras garantías, reales o personales o, 
en el caso de existir estas últimas, que en todos los 
garantes concurran las circunstancias expresadas 
en las letras b) y c).

f) En el caso de que existan codeudores que no 
formen parte de la unidad familiar, deberán estar 
incluidos en las circunstancias a), b) y c) anterio-
res.

Las medidas contenidas en este Real Decreto-
ley en relación a los préstamos y créditos hipote-
carios de los citados deudores son las siguientes:

 — Reducción del interés moratorio aplicable, que 
será, como máximo, el resultante de sumar a los 
intereses remuneratorios pactados en el préstamo 
un 2,5 por ciento sobre el capital pendiente del 
préstamo.

 — Establecimiento de un Código de Buenas Prác-
ticas para las entidades de crédito, de adscripción 

voluntaria. Igualmente, las estipulaciones conte-
nidas en este Código serán aplicables a hipotecas 
constituidas en garantía de préstamos y créditos 
para la compraventa de viviendas, siempre y cuan-
do su precio un supere unos determinados límites.

Los deudores de entidades de crédito adheridas 
a este Código podrán solicitar la aplicación de las 
distintas medidas de protección contenidas en el 
mismo y que básicamente son las tres que a conti-
nuación detallamos.

 — Aplicación de una carencia en la amortización 
del capital durante 4 años, ampliación del plazo de 
amortización hasta un total de 40 años a contar 
desde la concesión del préstamo y reducción del 
tipo de interés aplicable a Euribor + 0,25 por cien-
to durante el plazo de carencia.

 — En caso de no ser su!ciente o viable la medida 
anterior, el deudor podrá solicitar una quita so-
bre el conjunto de la deuda, según los parámetros 
marcado por el propio Código de Buenas Prácti-
cas.

 — De no dar resultado ninguna de las medidas 
anteriores, el deudor podrá solicitar, y la entidad 
acreedora deberá aceptar, la dación en pago de su 
vivienda como método de completa satisfacción 
de su deuda, pudiendo permanecer en la vivienda 
en régimen de alquiler durante un período de 2 
años, satisfaciendo una renta anual del 3 por cien-
to del importe total de la deuda en el momento de 
la dación.
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Estas medidas van acompañadas de ciertos 
bene!cios !scales, especialmente en sede de Im-
puesto sobre la Renta y Actos Jurídicos Documen-
tados, así como de la simpli!cación del procedi-
miento de ejecución extrajudicial (subasta única, 
importe mínimo de adjudicación…).

Finalmente, y como otro colectivo de especial 
protección, se da preferencia en la obtención de 
las ayudas al alquiler a aquellas personas que hu-
bieran sido objeto de una resolución judicial de 
lanzamiento de su vivienda habitual como conse-
cuencia de procesos judiciales o extrajudiciales de 
ejecución hipotecaria, con posterioridad al 1 de 
enero de 2012.

Entrada en vigor: 11 de marzo de 2012.

8. Orden HAP/583/2012, de 20 de marzo, por la 
que se publica el Acuerdo del Consejo de Minis-
tros de 16 de marzo de 2012, por el que se aprue-
ba el plan de restructuración y racionalización del 
sector público empresarial y fundacional estatal. 
B.O.E. de 24 de marzo de 2012. 

Como el propio nombre dado a este Plan indi-
ca, en el mismo se acometen actuaciones encami-
nadas a reestructurar el sector público empresarial 
y fundacional estatal, que pueden resumirse como 
sigue:

 — La reducción del número de entidades mercan-
tiles estatales, esto es, las participadas en más de 
un 50 por ciento por el Estado, mediante procesos 
de fusión de !liales con su matriz, extinción de 
sociedades cuya permanencia no se justi!ca por 
razones de interés público, agilización de los pro-
cesos de liquidación ya iniciados y desinversiones.

 — Traspaso de la titularidad de determinadas par-
ticipaciones accionariales dentro del sector públi-
co estatal.

 — La reorganización de estas entidades para fo-
mentar la reducción efectiva de gastos de estruc-
tura así como su control y supervisión por el orga-
nismo correspondiente. En cuanto a la reducción 
de gastos, se incluyen medidas como la contrata-
ción centralizada de sistemas tecnológicos, servi-
cios !nancieros, viajes y otros bienes y servicios.

 — Desinversión en sociedades mercantiles con 
participación minoritaria del Estado.

 — Reducción del número de Fundaciones Estata-
les mediante su extinción o fusión con otras fun-
daciones del sector público.

El propio Consejo de Ministros cifra que estas 
medidas de supresión, desinversión o agilización 
de la liquidación afectarán a un total de 80 socie-
dades y 9 fundaciones.

Además, acometida esta restructuración, las 
sociedades afectadas deberán aprobar un Plan de 
Redimensionamiento para adecuarse sus nuevas 
circunstancias, en los términos y condiciones en 
este Acuerdo recogidos.

9. Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, el 
que se introducen diversas medidas tributarias y 
administrativas dirigidas a la reducción del dé!cit 
público. B.O.E. de 30 de marzo de 2012.

Esta norma incorpora modi!caciones princi-
palmente en sede de Impuesto sobre Sociedades 
(y su correspondiente traslado al Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas en lo aplicable) e 
incorpora como novedad la conocida como «Am-
nistía Fiscal».

Por lo que concierne al Impuesto sobre Socie-
dades, algunas de las modi!caciones introducidas 
son de carácter excepcional (únicamente aplica-
bles durante los ejercicios 2012 y 2013) mientras 
que otras revisten el carácter de inde!nidas.

 — Medidas temporales. 

 Limitación de la deducibilidad del fondo de 
comercio, tanto para adquisiciones de entidades 
como para restructuraciones empresariales, del 5 
por ciento al 1 por ciento.

 Reducción del límite máximo general de apli-
cación de deducciones, que pasa del 35 por ciento 
al 25 por ciento.

 Establecimiento de un pago fraccionado míni-
mo para las grandes empresas, que oscilará entre 
un 4 por ciento y un 8 por ciento.

 — Medidas de!nitivas:

 Introducción de límites a la deducibilidad de 
los gastos !nancieros, con un máximo del 30 por 
ciento del bene!cio.

 Supresión de la libertad de amortización, con la 
excepción de aquellas PYMES que creen empleo.

En lo que atañe a la «Amnistía Fiscal» o «Progra-
ma especial de regularización de activos ocultos», 
a través de esta medida se permite el a"oramiento 
de capital oculto con una mínima tributación y se 
le exceptúa de la aplicación de sanciones penales 
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o administrativas. Así, se establecen dos tipos de 
gravámenes:

 — En cuanto a las personas físicas, un gravamen 
del 10 por ciento para el patrimonio no declarado 
que a"oren las personas físicas hasta en 30 de no-
viembre del 2012.

 — En cuanto a las personas jurídicas, un grava-
men del 8 por ciento para los dividendos repatria-
dos o rentas derivadas de la transmisión de parti-
cipaciones sociales.

Igualmente, conviene reseñar que en el Real 
Decreto-ley analizado se incluyen medidas sobre 
otros aspectos como el Impuesto sobre las Labo-
res del Tabaco o el Impuesto sobre Incrementos de 
Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.

Entrada en vigor: 31 de marzo de 2012.

Finalmente, y por lo que atañe a la normativa de 
este primer trimestre de 2012, señalamos, por su 
importancia, la aprobación por parte del Gobier-
no, en el pasado Consejo de Ministros del día 30 de 
marzo, del Proyecto de Ley de Presupuestos Gene-
rales de Estado para el año 2012. Si bien esta norma 
iniciará ahora su tramitación parlamentaria, con 
las consiguientes modi!caciones que pueda sufrir, 
es de reseñar que la misma incluye una reducción 
de las partidas ministeriales en aproximadamente 
un 17 por ciento así como el mantenimiento de 
las prestaciones por desempleo y del sueldo de los 
funcionarios. Igualmente, se contempla la actuali-
zación de las pensiones.

Centrándonos en el ámbito territorial andaluz, 
destaca especialmente la aprobación de la Ley de 
Presupuestos Generales de Andalucía, publicada en 
el B.O.E de fecha 20 de enero de 2012, y con fecha 
de entrada en vigor el 1 de enero de los corrientes. 
Entre las normas contenidas en la misma destacan 
las referidas a los siguientes aspectos: la conten-
ción del gasto, el aumento de las tasas y determi-
nadas modi!caciones !scales.

 En cuanto a la contención del gasto, son de se-
ñalar las siguientes medidas:

 — No incremento de las retribuciones del perso-
nal al servicio de la administración pública anda-
luza y sus agencias y organizaciones instrumenta-
les, así como los altos cargos de éstas, respecto a 
las vigentes a 31 de diciembre de 2010. 

 — Limitación de las plazas de nuevo ingreso, que 
para el ejercicio 2012 no podrá superar el 10 por 

ciento de la tasa de reposición de efectivos, y debe-
rán concentrarse en sectores, funciones o catego-
rías profesionales considerados prioritarios o que 
afecten al funcionamiento de los servicios públi-
cos esenciales.

 — Restricciones a la contratación de personal 
laboral temporal y el nombramiento de personal 
funcionario interino para el ejercicio 2012, autori-
zada sólo en casos de necesidad y urgencia.

Por lo concierne a las tasas, se produce un in-
cremento generalizado para el año 2012 de todas 
las tasas de cuantía !ja de la Comunidad Autóno-
ma Andaluza, hasta la cantidad que resulte de la 
aplicación del coe!ciente 1,018 a la cuantía exigi-
ble para el año 2011.

Finalmente, las principales novedades !scales 
para el ejercicio 2012 abarcan distintos impuestos:

 — Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas. Se amplía la deducción por autoempleo y se 
crea una nueva deducción por rehabilitación de 
vivienda. Igualmente, se instaura una deducción 
de 100 euros en la cuota íntegra autonómica para 
contribuyentes con cónyuges o parejas de hecho 
con discapacidad, sujeto a determinados límites.

 — Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Se 
produce un aumento en los últimos tramos de la 
tarifa.

 — Impuesto sobre Actos Jurídicos Documenta-
dos y Transmisiones Patrimoniales Onerosas. Se 
eleva el porcentaje gravado, especialmente en los 
últimos tramos de algunos hechos imponibles. De 
otra parte, se crean nuevos bene!cios !scales apli-
cables a personas con discapacidad.

 — Impuesto sobre las bolsas de plástico de un solo 
uso en Andalucía. Se reduce a 5 céntimos de euro.
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Dejando a un lado la Ley de Presupuestos a la 
que hemos hecho referencia, reseñamos igual y 
brevemente, otra normativa aprobada en el ámbi-
to andaluz:

1. Ley 13/2011, de 23 de diciembre, de Turismo 
de Andalucía (B.O.E. de 20 de enero de 2012 y Bo-
letín O!cial de la Junta de Andalucía (B.O.J.A.) de 
31 de diciembre de 2011). Esta norma, que viene a 
sustituir a su predecesora del año 1999, tiene por 
!n la regulación de la actividad turística, enten-
diendo por tal no sólo la satisfacción de las necesi-
dades básicas de los turistas que visitan Andalucía 
sino como la atención integral de estas personas. 
El turismo sostenible se concibe como un sector 
estratégico de la economía andaluza, por lo que 
esta Ley pretende contemplar un panorama global 
de este sector, fomentando su desarrollo e innova-
ción. Para ello se introducen distintas novedades 
como la regulación tanto del servicio turístico en 
sí como de las actividades relacionadas con el mis-
mo, se establecen nuevas formas de gestión y ex-
plotación de los establecimientos de alojamiento 
turístico, se enumeran los derechos y obligaciones 
de todas las partes implicadas en la actividad tu-
rística, se crea la Unidad para la Asistencia al Tu-
rista y se establece la regulación del suelo de uso 
turístico. Entrada en vigor el 31 de enero de 2012.

2. Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Socieda-
des Cooperativas Andaluzas (B.O.E. de 20 de enero 
de 2012 y B.O.J.A. de 31 de diciembre de 2011). 
Corrección de errores publicada en el B.O.J.A. de 

8 de febrero de 2012. Entrada en vigor el 20 de 
enero de 2012.

Esta norma viene a derogar a su antecesora, la 
Ley 2/1999, de 31 de marzo, de Sociedades Coo-
perativas Andaluzas, con el objeto de adecuar la 
regulación del sector a la actual realidad social, 
económica y !nanciera de este tipo de entidades.

Lo primero que destaca de este cuerpo norma-
tivo es que reduce los aspectos contemplados en 
el mismo a aquellos que considera fundamenta-
les y prioritarios, relegando en su mayor parte su 
desarrollo al futuro reglamento que se apruebe en 
la materia. Igualmente cabe reseñar la alta auto-
nomía que se le otorgan a los Estatutos Sociales, 
con objeto de que cada cooperativa cuente con el 
régimen de organización y funcionamiento que 
más se ajuste a sus necesidades.

En segundo lugar, señalar algunas de las princi-
pales novedades que incorpora esta nueva Ley de 
Cooperativas Andaluzas:

 — Se simpli!ca su procedimiento de constitución, 
no siendo necesario el otorgamiento de escritura 
pública, salvo excepciones, así como en la tramita-
ción de procesos de disolución y liquidación.

 — Incorporación de las nuevas tecnologías al fun-
cionamiento de estas sociedades (convocatorias 
de sesiones de órganos colegiados, relaciones con 
el Registro de Cooperativas, etc.).

 — Adaptación del órgano de administración a 
la realidad de la propia entidad (posibilidad de 
Administrador Único e incluso Administradores 
Solidarios), posible remuneración del mismo, y 
"exibilización del régimen de funcionamiento de 
los órganos sociales, eliminándose, a excepción de 
determinados supuestos, las reuniones predeter-
minadas.

 — Supresión de la !gura de los interventores con 
carácter obligatorio y posibilidad de que las socie-
dades que así lo consideren oportuno instauren 
un Comité Técnico que asuma funciones de segui-
miento y control, de resolución de reclamaciones 
y apelaciones, de garantía y de información.

 — Necesidad de determinar el carácter de reem-
bolsables o no de las aportaciones, y posibilidad 
de que los Estatutos Sociales prevean la transmi-
sión de participaciones sociales a terceras perso-
nas ajenas a la entidad de forma libre. Igualmente, 
se permite que las aportaciones de nuevo ingreso, 
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con determinados requisitos, se determinen en 
función del valor razonable de la entidad.

 — Simpli!cación contable.

 — Aumento de la capacidad inversora, permitien-
do cualquier método de !nanciación para estas 
entidades siempre que no desnaturalicen su natu-
raleza cooperativa.

3. Ley 15/2011, de 23 de diciembre, Andaluza 
de Promoción del Trabajo Autónomo (B.O.E. de 20 
de enero de 2012 y B.O.J.A. de 31 de diciembre 
de 2011). A través de la misma se pretende avan-
zar en las políticas públicas en materia de apoyo 
y fomento del trabajador autónomo, consagrando 
en un texto legal los compromisos asumidos por 
el Gobierno Andaluz en la materia. Entre los dis-
tintos compromisos contemplados se engloba la 
aprobación de un Plan Estratégico del Trabajador 
Autónomo así como la creación de un distintivo 
andaluz al trabajo autónomo de excelencia. Entra-
da en vigor el 1 de enero de 2012.

4. Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pú-
blica de Andalucía (B.O.E. de 20 de enero de 2012 
y B.O.J.A. de 31 de diciembre de 2011), que viene 
a desarrollar y actualizar los contenidos de la Ley 
2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía. En-
trada en vigor el 20 de enero de 2012. 

5. Ley 17/2011, de 23 de diciembre, por la que se 
modi!can el Texto Refundido de las disposiciones 
dictadas por la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía en materia de tributos cedidos; la Ley de me-
didas !scales para la reducción del dé!cit público 
y para la sostenibilidad; la Ley de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía; diversos preceptos 
relativos al Programa de Transición al Empleo de 
la Junta de Andalucía (PROTEJA); la Ley de reor-
denación del sector público de Andalucía; y la Ley 
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía; así como se adoptan medidas en 
relación con el Impuesto sobre los Depósitos de 
Clientes en las Entidades de Crédito en Andalucía 

(B.O.E. de 20 de enero de 2012 y B.O.J.A. de 31 de 
diciembre de 2011).De esta norma cabe destacar 
la incorporación, con vigencia exclusiva para el 
ejercicio 2012, de determinadas deducciones res-
pecto al Impuesto sobre Depósitos de Clientes en 
las Entidades de Crédito de Andalucía. En concre-
to, serán deducibles el importe de los créditos y 
préstamos destinados en el ejercicio a la !nancia-
ción de iniciativas empresariales de sociedades no 
!nancieras y autónomos en Andalucía, excepto las 
actividades inmobiliarias y proyectos de inversión 
residencial, siempre que incrementen el saldo vivo 
en el ejercicio respecto del anterior así como los 
importes de aquellos créditos, préstamos e inver-
siones destinados en el ejercicio a la !nanciación 
de determinados proyectos establecidos en esta 
normativa. Entrada en vigor el 1 de enero de 2012.

6. Decreto 376/2011, de 30 de diciembre, por 
el que se modi!ca el Decreto 149/2005, de 14 de 
junio, por el que se regulan los incentivos a la con-
tratación con carácter inde!nido (B.O.J.A. de 23 de 
enero de 2012). Entre las modi!caciones conteni-
das en el mismo destaca la reducción de 4 años a 
24 meses, del período mínimo de duración de los 
contratos con carácter inde!nido que se celebren 
o de aquellos que resulten de la transformación de 
un contrato de duración determinada en inde!-
nido, a los efectos de control y seguimiento de las 
ayudas a la contratación inde!nida. Entrada en 
vigor el 24 de enero de 2012.

7. Ley 2/2012, de 30 de enero, de modi!cación 
de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordena-
ción Urbanística de Andalucía (B.O.E. de 24 de fe-
brero de 2012 y B.O.J.A. de 8 de febrero de 2012). 
Corrección de errores publicada en el B.O.J.A. de 
12 de marzo de 2012 y en el B.O.E de 22 de marzo 
del citado año. Esta ley viene a armonizar el conte-
nido de la legislación andaluza con lo preceptuado 
por la normativa estatal, en concreto, en el Real 
Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del 
Suelo. Entrada en vigor el 9 de febrero de 2012.


